El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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SUCESIÓN / INVENTARIOS Y AVALÚOS / OBJECIÓN AL DICTAMEN / SE ACEPTA / SE CONFIRMA -  Se tiene, entonces, que de los activos denunciados en la diligencia de inventarios y avalúos celebrada el 31 de enero de 2013, fue objeto de inconformidad el bien inmueble ubicado en la carrera 7 con calle 4, distinguido con las siguientes nomenclaturas: por la calle 4, con los Nros. 6-28 y 6-72, y por la carrera 7, con el nro. 4-10, del Municipio de Belén de Umbría, y si así es, debe quedar claro, como se dijo en auto del 10 de abril siguiente, el valor del “derecho que le corresponde a la señora Carmen Rosa Restrepo de Rodríguez dentro del bien inmueble 293-0000309, indicándose su porcentaje y con quién quedan en común y proindiviso.” (fl. 15)

Situación sobre la que, con la aprobación de los inventarios y avalúos que se hizo en auto del 26 de abril de 2017 (fl. 233) no hubo claridad; allí se aceptó la objeción y se acogió el “…contenido del dictamen presentado como definitivo por el señor LIBARDO CARDONA PUERTA.”, sin que se especificara que es lo que se acogía, pues el auxiliar de la justicia presentó dos dictámenes, uno del bien ubicado en la carrera 7 con calle 4, Nros. 6-68, 6-72 y 4-10, de la zona urbana del Municipio de Belén de Umbría, y el otro de un bien rural ubicado en la Vereda Yarumal o Cantamonos Predio, denominado La Divisa del Municipio de Belén de Umbría, y lo que es más, simplemente avaluó el precio del bien urbano, pasando por alto detallar el derecho ni el porcentaje que le correspondía a la causante. 

En definitiva, se dio aprobación a un dictamen pericial que señaló de manera genérica el valor del bien inmueble, sin especificar en realidad que es lo que le correspondía a la causante, y fue ese el motivo principal por el que, a petición de parte, se debió entrar a corregir dicho auto, así estuviera en firme, pues no existía claridad en lo que iba a ser objeto de partición, por lo que,  a pesar de la firmeza de la providencia que aprobó inicialmente los inventarios y avalúos, eso es cierto, no lo es menos el hecho de la inconsistencia que existía, por lo que, contrario a lo alegado por el recurrente, era menester, más por la dirección del proceso que obliga al juez, que por la solicitud de algunos interesados, subsanar esa fase, como se hizo, con el fin de proteger los intereses de todos los herederos.

Providencia en la que se estudió juiciosamente el asunto y, con base en los dos peritajes rendidos, por Carlos Mario Quintero Arenas y Libardo Cardona Puerta, se fijó el porcentaje que tiene sobre el inmueble y el monto del derecho que le pertenece a la causante, pues, con el primero se dejó clara la cuota parte, y con el segundo, el precio del bien; es decir que ambos fueron útiles para fijar el valor final.
(…)

Siendo ello así, hay una total incertidumbre sobre las pretendidas mejoras, que se avalúan en $50.000.000,oo en cabeza de la causante. Es decir, no se sabe en qué consisten aquellas, por lo que acertó el despacho al no aprobarlas como activo social, pues, a pesar de que ningún reparo hubo, el control efectuado se mostraba necesario, si se tiene presente, además, que en la misma providencia se cita, del 22 de junio de 2010, se dijo que los poseedores del predio rural reclamaban “…el levantamiento de la medida respecto de los lotes poseídos por los incidentistas, junto con sus mejoras eso sí, pero es evidente que lo que se busca es que se declare la posesión que ostentan sobre ellos para las consecuencias jurídicas que de allí puedan sobrevenir”, con lo que la calidad que se les reconoció en aquella providencia provenía, entre otras cosas, de haber plantado ellos tales mejoras, lo que torna más inviable la petición que en ese sentido se hace en el presente asunto. 

En definitiva, se dio aprobación al avalúo realizado por el señor Libardo Cardona Puerta respecto al bien inmueble urbano identificado con la matrícula inmobiliaria 293-309 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría, y en el auto recurrido se excluyeron los pasivos que denunciaban las mejoras, y como así se hizo y es lo que el recurrente pide en su alzada, carece de todo fundamentos un pronunciamiento sobre este aspecto. 
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Expediente 66001-31-89-001-2007-00119-03
  



Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por el asesor judicial del interesado, señor Norberto Rodríguez Restrepo, contra el auto del 16 de noviembre de 2017, proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, en este proceso de sucesión de la causante Carmen Rosa Restrepo de Rodríguez, en el que intervienen como interesados Luz Fanny, Gloria Elena, María Cenelia, Luz Mery, Jhon Alexander, María Ludivia y Rocío Rodríguez. 
   



ANTECEDENTES

  



En la diligencia de inventarios y avalúos llevada a cabo en el referido proceso sucesorio el 31 de enero de 2013 (fl. 9), los interesados Luz Fanny, Gloria Elena, María Cenelia, Luz Mery, Jhon Alexander, María Ludivia y Rocío Rodríguez Restrepo relacionaron como activo “una partida única para un total de activos de $8.000.000,oo, (derecho que tiene la causante en un bien inmueble avaluado en $80.000.000,oo) y se relacionan 4 partidas relacionadas con el pasivo para un total de $76.275.927.” Por su parte, el apoderado del heredero José Norberto Rodríguez Restrepo, señaló el Juzgado, “… presentó escrito en 2 folios, donde se relacionan un activo por valor de $200.000.000, en una casa de habitación y otra partida por un lote de terreno por valor de $50.000.000, respecto de mejoras.” 

Surtido el traslado de que trata el artículo 601 del C. de P. Civil, el señor José Norberto Rodríguez Restrepo, por medio de su apoderado, objetó los inventarios en cuanto al avalúo del inmueble relacionado en el activo de la sucesión por parte de los demás interesados. Argumenta que “…el avalúo del bien en ochenta millones de pesos es contentivo de un error grave porque no alcanza a representar ni siquiera la mitad del valor comercial que pueda tener el bien por esto se impugna por error grave ese valor que le da al inmueble donde está el derecho de la causante y para esto se solicitará que el juzgado decrete un avalúo del inmueble nombrando un perito especializado en inmuebles para que avalúe el bien …” Igualmente, se objetaron los pasivos presentados.
Por auto del 10 de abril siguiente, y en vista de que “…la diferencia es abismal en cuanto al activo denunciado por las partes (80 millones y 200 millones), se atenderá la petición del apoderado del asignatario José Norberto Rodríguez Restrepo para que se evalúe el derecho que le  corresponde a la señora Carmen Rosa Restrepo de Rodríguez dentro del bien inmueble 293-0000309, indicándose su porcentaje y con quién quedan en común y proindiviso.” Por tanto, se ordenó el avalúo del derecho que le corresponde a la señora Carmen Rosa Restrepo de Rodríguez dentro del citado bien. Respecto a las objeciones del pasivo se dejó en traslado para el pronunciamiento respectivo. 
El 5 de septiembre de 2013, se presentó la experticia por parte del perito Juan de Jesús Salazar Betancur, quien tasó la cuota de la causante Carmen Rosa Restrepo de Rodríguez en la suma de 12 millones de pesos. (fls. 18 a 20), dictamen frente al cual el apoderado del señor José Norberto Rodríguez Restrepo pidió aclaración y complementación, con fundamento en que no se tuvieron en cuenta las mejoras que había realizado la finada Carmen Rosa en el bien. (fls. 22 a 24).
A continuación, debido al fallecimiento del auxiliar de la justicia (fl. 8, c. 2), se presentó nuevo peritaje en el que se concluye que la causante en el presente proceso sucesorio, según el certificado de tradición, es dueña de un 74% del bien que equivale a $80.832.494 (fls. 27 a 36), dictamen sobre el cual se pidió aclaración por los interesados, unos respecto a las cuotas partes sobre el inmueble, y el otro, en el sentido de ser “…más detallado técnico en la descripción de los inmuebles, aportando soporte técnico económico del mismo y tomando el avalúo de los bienes dadas las circunstancias que tiene Belén de Umbría en forma específica sobre valoración de inmuebles” (fls. 41, 42, 45 y 46)

Mediante escrito de marzo 1º de 2016 (fl. 49 a 52) se aclaró el peritaje y se fijó el avalúo en la suma de $126.053.346. Corrido el traslado, el apoderado del señor José Norberto Rodríguez Restrepo procedió a objetar por error grave y se nombró a José Libardo Alzate Ospina, con el fin de que realizara un nuevo dictamen, el cual arrojó un valor de $204.876.000,oo (fls. 59 a 64). Así mismo, procedió a realizar dictamen pericial respecto al predio “…localizado en la vereda Yarumal o Cantamonos Predio denominado La Divisa área rural del Municipio de Belén de Umbría…” con un precio total de $140.500.000,oo. 

Corrido el traslado, el juzgado, mediante auto del 26 de abril de 2017 declaró “PRÓSPERA la objeción al dictamen pericial…” y “Se acoge por el Despacho al contenido del dictamen presentado como definitivo por el señor LIBARDO CARDONA PUERTA”. Igualmente, excluyó de los inventarios y avalúos el pasivo relacionado con el valor del impuesto predial y las mejoras reclamadas y aprobó los inventarios y avalúos “presentados por las partes excepto los denominados PASIVOS “PARTIDA uno, dos, tres y cuatro”, por las razones antes dichas.”
La apoderada de los interesados Luz Fanny, Gloria Elena, María Cenelia, Luz Mery, Jhon Alexander, María Ludivia y Rocío Rodríguez Restrepo, en memorial presentado el 17 de agosto de 2017 puso en conocimiento del juzgado que ella presentó como activo un bien y el apoderado del otro heredero dos, “Esta situación de ambivalencia entre ambos inventarios no ha sido decidida por el Juzgado habida cuenta que por auto No. 277 del 22 de junio de 2010 el H. Tribunal Superior, Sala Civil – Familia en decisión de recurso de apelación en incidente de levantamiento de medida de secuestro, decidió…” declarar como poseedores del predio “La Divisa” a los señores Arlex de Jesús Rodríguez Restrepo y Héctor Hernando Rodríguez López. 
En providencia del 4 de octubre siguiente el despacho se pronunció respecto al escrito anterior negando la solicitud dado que “…no es el momento procesal oportuno para pretender que se corrija el trabajo de inventarios y avalúos el cual ya se encuentra ejecutoriado y que las partes tuvieron la oportunidad de controvertir y no lo hicieron; ya que previo a su aprobación se dio el traslado respectivo de las objeciones y la togada no hizo uso de él, en los términos del Código de Procedimiento Civil, normatividad que se venía aplicando hasta la fecha.” (fl. 107), decisión que fue objeto de recurso de apelación por la parte interesada, al cual se le dio el trámite de la reposición (fl. 110)

Por auto del 16 de noviembre, se resolvió el recurso de manera favorable a los intereses de la impugnante. En él se declaró prospera la objeción al dictamen pericial propuesto por el apoderado judicial del heredero convocante, teniendo como avalúo del inmueble con matrícula inmobiliaria 293-0000309 un valor de $204.876.000,oo, del 100% del bien. Se acogieron los contenidos de los dos dictámenes periciales presentados por los peritos Carlos Mario Quintero Arenas y Libardo Cardona Puerta “…de forma parcial como quedó explicado anteriormente, el primero frente a la respuesta de los dos últimos interrogantes, ordenados mediante auto del 10 de abril de 2013; y el segundo frente a la respuesta dada al primer interrogante del mismo auto. No teniéndose en cuenta el avalúo dado al inmueble rural con matrícula inmobiliaria 293-576 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría, ya que el mismo no se había ordenado”. Tampoco se aprobaron los inventarios y avalúos presentados por la partes y se dejó como única partida dentro del activo el inmueble con matrícula inmobiliaria 290-0000309 de la Oficina de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría, “…de propiedad de la causante Carmen Rosa Restrepo de Rodríguez el 32.5% con un avalúo del 100% por valor de 204.876.000, es decir, el valor por adjudicar es de $66.584.700; con fundamento en lo indicado anteriormente” (fls. 114 a 117).
Decisión que fue apelada por el apoderado del interesado, señor José Norberto Rodríguez Restrepo, con el argumento de que jurídicamente ya había quedado definida la aprobación de los inventarios y avalúos, sin que exista explicación del porqué el despacho judicial de primer grado le dio el trámite de reposición cuando la togada presentó expresamente recurso de apelación. Eso dio al traste con las mejoras reclamadas sobre el predio urbano. 
Agrega que, en cuanto al bien rural,  en el momento del secuestro no se alegaron mejoras y ellas tampoco fueron reconocidas dentro del proceso, es decir, que todas las existentes son de la sucesión. 
CONSIDERACIONES

Se trata de definir, en primer lugar, si en este caso el hecho de corregir los inventarios y avalúos ya aprobados estuvo conforme a derecho, tal como lo decidió la juez de instancia en el auto impugnado, o si por el contrario no era procedente hacerlo, como lo alega el recurrente y, aclarado este punto, se deberá verificar i) si las mejoras del bien rural debieron incluirse en el inventarios y avalúo, y ii) si las mejoras denunciadas en los pasivos sobre el bien urbano, debían ser excluidas. 
Antes que todo, es preciso tener presente que en los inventarios y avalúos se especifica de manera detallada los bienes que hacen parte de la masa sucesoral, y que van a servir de referencia para efectuar el trabajo de partición, lo que significa que allí no debe quedar ambigüedad alguna, pues de lo contrario la partición no podría surtir los efectos esperados, esto es, la asignación equitativa de partidas, tanto de los activos como de los pasivos, en cabeza de cada uno de los herederos.

Y así es, pues como bien lo tiene definido la doctrina “… el art. 501 del CGP, tiene como finalidad relacionar el patrimonio del causante y, de ser el caso el de la sociedad conyugal o el de la unión marital de hecho que se va a liquidar dentro del mismo proceso cuando la muerte de uno de ellos es la causa de la disolución de ésta, diligencia que servirá como pauta para trazar al partidor una guía sobre la cual efectuar su encargo, aun cuando es de advertir que las bases económicas indicadas no obligan de manera fatal, ya que los asignatarios pueden realizar, especialmente cuando son capaces, libre determinación de cómo dividen los bienes, sin atender el criterio de distribución matemática con base en los valores aprobados; …”
.
Lo anterior es fundamental para las resultas del presente asunto, pues debe verificarse lo que fue objeto de inventario, con el fin de determinar si era procedente el auto aprobatorio objeto de recurso:

En efecto: en la diligencia de inventarios y avalúos que obra a folio  9, se señalaron, por los dos grupos de herederos intervinientes en el presente asunto, los siguientes activos: por un lado i) una partida única para un total de $8.000.000,oo y, por el otro, ii) una casa de habitación por valor de $200.000.000,oo y otra partida por las mejoras en un lote de terreno por valor de $50.000.000,oo. Igualmente, los primeros indicaron algunos pasivos, relacionados con unas mejoras sobre el inmueble urbano, que al final de todo, fueron excluidos, sin que se presentara inconformidad con ello.

Corrido el traslado de que trata el artículo 601-1 del CPC el abogado del heredero José Norberto Rodríguez Restrepo objetó “por error grave” el avalúo que se le dio al inmueble que fue presentado como único activo por los demás interesados. 

El Juzgado, mediante auto del 10 de abril de 2013, dispuso que “Como la diferencia es abismal en cuanto al activo denunciado por las partes, se atenderá la petición del apoderado del asignatario José Norberto Rodríguez Restrepo para que se avalúe el derecho que le corresponde a la señora Carmen Rosa Restrepo de Rodríguez dentro del bien inmueble 293-0000309, indicándose su porcentaje y con quién quedan en común y proindiviso.”. Para ello se designó un primer perito que presentó su experticia (fls. 18 a 20), pero luego de una suspensión y debido a su fallecimiento (fl. 8, c. 2), se hizo necesario el nombramiento del auxiliar de la justicia Carlos Mario Quintero Arenas, quien fijó el avalúo en $109.233.100,oo,  y un porcentaje sobre el bien por parte de la causante del 74%, para un total de $80.832.494,oo, dictamen que fue aclarado y objetado por error grave, lo que trajo como consecuencia un nuevo peritaje que arrojó un avalúo total de $204.876.000,oo. 

Se tiene, entonces, que de los activos denunciados en la diligencia de inventarios y avalúos celebrada el 31 de enero de 2013, fue objeto de inconformidad el bien inmueble ubicado en la carrera 7 con calle 4, distinguido con las siguientes nomenclaturas: por la calle 4, con los Nros. 6-28 y 6-72, y por la carrera 7, con el nro. 4-10, del Municipio de Belén de Umbría, y si así es, debe quedar claro, como se dijo en auto del 10 de abril siguiente, el valor del “derecho que le corresponde a la señora Carmen Rosa Restrepo de Rodríguez dentro del bien inmueble 293-0000309, indicándose su porcentaje y con quién quedan en común y proindiviso.” (fl. 15)

Situación sobre la que, con la aprobación de los inventarios y avalúos que se hizo en auto del 26 de abril de 2017 (fl. 233) no hubo claridad; allí se aceptó la objeción y se acogió el “…contenido del dictamen presentado como definitivo por el señor LIBARDO CARDONA PUERTA.”, sin que se especificara que es lo que se acogía, pues el auxiliar de la justicia presentó dos dictámenes, uno del bien ubicado en la carrera 7 con calle 4, Nros. 6-68, 6-72 y 4-10, de la zona urbana del Municipio de Belén de Umbría, y el otro de un bien rural ubicado en la Vereda Yarumal o Cantamonos Predio, denominado La Divisa del Municipio de Belén de Umbría, y lo que es más, simplemente avaluó el precio del bien urbano, pasando por alto detallar el derecho ni el porcentaje que le correspondía a la causante. 

En definitiva, se dio aprobación a un dictamen pericial que señaló de manera genérica el valor del bien inmueble, sin especificar en realidad que es lo que le correspondía a la causante, y fue ese el motivo principal por el que, a petición de parte, se debió entrar a corregir dicho auto, así estuviera en firme, pues no existía claridad en lo que iba a ser objeto de partición, por lo que,  a pesar de la firmeza de la providencia que aprobó inicialmente los inventarios y avalúos, eso es cierto, no lo es menos el hecho de la inconsistencia que existía, por lo que, contrario a lo alegado por el recurrente, era menester, más por la dirección del proceso que obliga al juez, que por la solicitud de algunos interesados, subsanar esa fase, como se hizo, con el fin de proteger los intereses de todos los herederos.

Providencia en la que se estudió juiciosamente el asunto y, con base en los dos peritajes rendidos, por Carlos Mario Quintero Arenas y Libardo Cardona Puerta, se fijó el porcentaje que tiene sobre el inmueble y el monto del derecho que le pertenece a la causante, pues, con el primero se dejó clara la cuota parte, y con el segundo, el precio del bien; es decir que ambos fueron útiles para fijar el valor final. 
Con ello se descarta la impugnación respecto del avalúo del bien urbano que, como ya se dijo, incluyó el valor de las mejoras, a la par que las  que fueron incluidas como pasivo por los primeros interesados, se excluyeron por parte del juzgado, resolución que no fue objetada por los afectados. 
Ahora bien, el alegato en cuanto al desconocimiento del avalúo del bien rural que se mencionó desde un comienzo como activo de la sucesión, mucho menos puede ser de recibo debido a que en los inventarios se denunció una mejora, no el valor total del inmueble, sin que se hubiera ordenado avalúo alguno por parte del despacho, por lo que el presentado por Libardo Cardona Puerta, y que reposa a folios 81 a 98, no puede ser tenido en cuenta. 

Además, es preciso señalar que el derecho de la causante sobre el predio corresponde a una mínima cuota y no al todo; así se indica en el auto del 22 de junio de 2010, proferido en este mismo asunto, que se puede ubicar en la página oficial del Tribunal Superior de Pereira, cuando expresamente se dijo que: 

“lo embargado y secuestrado es sólo la cuota parte que la causante tenía sobre el inmueble, dado que le pertenecía en común y proindiviso con otras personas; así que no podría decirse que esa cuota está ubicada en determinada parte del predio, sino que es una cuestión simbólica, y por ello se previene a todos los demás comuneros para que se entiendan con el secuestre en lo relacionado con ella.”

Siendo ello así, hay una total incertidumbre sobre las pretendidas mejoras, que se avalúan en $50.000.000,oo en cabeza de la causante. Es decir, no se sabe en qué consisten aquellas, por lo que acertó el despacho al no aprobarlas como activo social, pues, a pesar de que ningún reparo hubo, el control efectuado se mostraba necesario, si se tiene presente, además, que en la misma providencia se cita, del 22 de junio de 2010, se dijo que los poseedores del predio rural reclamaban “…el levantamiento de la medida respecto de los lotes poseídos por los incidentistas, junto con sus mejoras eso sí, pero es evidente que lo que se busca es que se declare la posesión que ostentan sobre ellos para las consecuencias jurídicas que de allí puedan sobrevenir”, con lo que la calidad que se les reconoció en aquella providencia provenía, entre otras cosas, de haber plantado ellos tales mejoras, lo que torna más inviable la petición que en ese sentido se hace en el presente asunto. 

En definitiva, se dio aprobación al avalúo realizado por el señor Libardo Cardona Puerta respecto al bien inmueble urbano identificado con la matrícula inmobiliaria 293-309 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría, y en el auto recurrido se excluyeron los pasivos que denunciaban las mejoras, y como así se hizo y es lo que el recurrente pide en su alzada, carece de todo fundamentos un pronunciamiento sobre este aspecto. 

Y en cuanto al predio rural, las mejoras que allí se reclaman no fueron especificadas, ni sobre su valor de ordenó peritaje alguno, por lo que el rendido en el plenario no puede ser considerado. Y si así fuera, tampoco indicaría que ellas fueron puestas por la causante. 
Ahora, si lo que se discute es la propiedad que tenía sobre la cuota parte, como ella no fue denunciada por ninguno de los interesados, otro será el remedio que exista en el trámite del proceso para lograr su inclusión. 

Se confirmará, en consecuencia, el auto protestado. 

En esta sede las costas serán a cargo del señor José Norberto Rodríguez Restrepo, y a favor de los interesados interesados Luz Fanny, Gloria Elena, María Cenelia, Luz Mery, Jhon Alexander, María Ludivia y Rocío Rodríguez, las que, por tratarse de un trámite independiente del recurso, se liquidarán de acuerdo con las reglas del nuevo estatuto procesal, de manera concentrada ante el juez de primera instancia (art. 366 CGP), previo señalamiento de las agencias en derecho, lo que se hará por el Magistrado sustanciador en auto separado. 

  



DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA el auto del 16 de noviembre de 2017, proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, en este proceso de sucesión de la causante Carmen Rosa Restrepo de Rodríguez y en el que intervienen como interesados José Norberto Rodríguez Restrepo, Luz Fanny, Gloria Elena, María Cenelia, Luz Mery, Jhon Alexander, María Ludivia y Rocío Rodríguez. 
   



Costas en esta sede a favor de los interesados Luz Fanny, Gloria Elena, María Cenelia, Luz Mery, Jhon Alexander, María Ludivia y Rocío Rodríguez y a cargo de José Norberto Rodríguez Restrepo. Se liquidarán ante el juez de primer grado de manera concentrada
Notifíquese,

   



El Magistrado,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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